P R O Y E C T O     D E     L E Y

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

L   E   Y

Del Tribunal Social de Responsabilidad Política.

ARTICULO 1: Créase el “ Tribunal Social de Responsabilidad Política” de conformidad a los términos del artículo 3 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires quien examinará los actos de corrupción que pudieren cometer los funcionarios de los poderes públicos, provinciales y municipales.

ARTICULO 2: El Tribunal Social de Responsabilidad Política tendrá su sede permanente en la ciudad capital de la provincia, pudiendo constituirse fuera de la misma cuando circunstancias fundadas así lo aconsejen.

De la Integración y funciones del Tribunal Social de Responsabilidad Política.

ARTICULO 3: El Tribunal Social de Responsabilidad Política estará integrado por cinco (5) miembros, quienes serán designados por el voto de las dos terceras partes de los miembros totales de ambas cámaras legislativas.

ARTICULO 4: Son requisitos para ser miembro integrante del Tribunal Social de Responsabilidad Política  los mismos exigidos por la constitución provincial para ser senador y poseer título de abogado con diez (10) años  de ejercicio en la profesión o en el desempeño de alguna magistratura.

ARTICULO 5: Los miembros del Tribunal deberán prestar juramento en un mismo acto ante los presidentes de ambas cámaras legislativas.

ARTICULO 6: Los miembros del Tribunal de Responsabilidad Política durarán en el desempeño de sus funciones cinco (5) años, no pudiendo ser reelectos sino después de un período.

ARTICULO 7: Los integrantes del Tribunal, desde la designación hasta su cese, no podrán ser acusados ni procesados judicialmente por las opiniones que emitan en virtud del cumplimiento de sus funciones. Por el desempeño de sus funciones gozarán de una remuneración equivalente a la que perciben en concepto de dieta los senadores provinciales.

ARTICULO 8: La remoción de los miembros del Tribunal procederá únicamente con el voto de los dos tercios de los miembros de cada cámara legislativa

ARTICULO 9: La presidencia del Cuerpo deberá rotar anualmente entre sus integrantes. 

ARTICULO 10: El Tribunal Social de Responsabilidad Política deberá intervenir ante toda denuncia que se presente contra cualquier funcionario público por la posible comisión de un acto de corrupción. Sus resoluciones finales no tendrán mas efecto que hacer públicas las conclusiones del Tribunal, y en su caso, la de radicar la denuncia ante la autoridad jurisdiccional competente, adjuntando en estos supuestos, los informes e investigaciones correspondientes.

ARTICULO 11: Son acusables ante el Tribunal Social de Responsabilidad Política  todos aquellos funcionarios que participen en forma accidental o permanente en el ejercicio de funciones públicas del Estado provincial y/o municipal, ya sea por elección popular o no. Se incluyen además, a los representantes del Estado provincial o municipal en Entes Reguladores, Empresas del Estado, Sociedades con participación estatal, Entes Autárquicos y Banca Estatal. Quedan exceptuados los casos previstos por los artículos  73 inciso 2, 159 y 182 de la Constitución de la provincia de Buenos Aires.

ARTICULO 12: La investigación tramitará conforme se establezca por vía reglamentaria, la que deberá garantizar el debido proceso y el derecho de defensa. 

ARTICULO 13: El Tribunal de Responsabilidad Política deberá presentar anualmente un informe detallado ante las Cámaras Legislativas de todos los procedimientos de investigación y de los resultados a los que se haya arribado en cada caso.

Disposiciones complementarias

ARTICULO 14: El Tribunal de Responsabilidad Política dictará su reglamento interno en un plazo que no podrá exceder de sesenta (60) días desde su constitución.

ARTICULO 15: Los gastos que demande el funcionamiento del Tribunal deberán ser incluidos en el Presupuesto provincial en una partida correspondiente al mismo.

ARTICULO 16: Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a partir de los noventa (90) días de su reglamentación.

ARTICULO 17: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S

La Constitución provincial reformada en 1994 incorporó en su nuevo artículo 3° disposiciones  referidas a la defensa del orden constitucional, a la arrogación ilegítima del poder y a la vigencia de la Ley Suprema local.

Asimismo, fue incorporado en el artículo mencionado el siguiente párrafo: “También agravian y lesionan la sustancia del orden constitucional los actos de corrupción. La ley creará el Tribunal Social de Responsabilidad Política que tendrá a su cargo examinar los actos de corrupción que pudieren cometer los funcionarios de los poderes públicos, provinciales y municipales…”

Es innegable la marcada preocupación del constituyente en dotar al sistema institucional de la provincia de mecanismos o herramientas  que permitan apuntalar  la confianza del ciudadano común en aquellos a quienes se ha delegado el manejo de los intereses comunes.

La corrupción, como un “ mal de la época”, exige por parte de la dirigencia política señales muy claras y precisas que tiendan a preservar los intereses de la sociedad y articular las demandas que la misma reclama.

El objeto de la presente iniciativa consiste en dar cumplimiento a la manda constitucional, sancionando la normativa específica que ponga en funcionamiento al “Tribunal Social de Responsabilidad Política” en el ámbito de la provincia de Buenos Aires.
Claro está que el Tribunal Social no podrá de ninguna manera sustituir a los órganos jurisdiccionales competentes en  supuestos de comisión de delitos por parte de  funcionarios públicos.

En ese sentido, el artículo 10 del proyecto que hoy ponemos a consideración de este honorable cuerpo establece que sus resoluciones finales no tendrán mas efecto que hacer públicas las conclusiones del Tribunal, y en su caso, la de radicar la denuncia ante la autoridad jurisdiccional competente, adjuntando en estos supuestos, los informes e investigaciones correspondientes.


Creemos también de suma importancia, a los efectos dar a conocer su labor, que el Tribunal deba presentar un informe detallado ante las Cámaras Legislativas de todos los procedimientos de investigación como así también de los resultados a los que se haya arribado en cada caso conforme se establece en el artículo 13 del proyecto.


Es probable que no exista  ningún sistema de lucha contra la corrupción que sea perfecto ni exento de críticas, no obstante ello, debemos valorar que la propia constitución de la provincia se detuviera en establecer una institución fundamental que centralice el juzgamiento político de los actos de corrupción. 

Por los fundamentos expuestos, solicito a los Sres. Legisladores que me acompañen con la aprobación del presente proyecto de Ley.

